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Doctor:             

CLAUDIO ENRIQUE TORRES DIAZ   

JUEZ PRIMERO (01) LABORAL DEL CIRCUITO DE QUIBDO 
(CHOCO) 
E.   S.   D. 
 

REFERENCIA ORDINARIO LABORAL DE  PRIMERA INSTANCIA  

DEMANDANTE OSCAR ARMADO HUERTAS MESA  C.C.  
19297064 

DEMANDADO (S) ADMINISTRADORA COLOMBIA DE PENSIONES 
COLPENSIONES, AFP PORVENIR 

RADICADO 27001310500120230011700 

REPARTO 2385 

RADICADO BIZAGI 2023_11604671 

ASUNTO CONTESTACIÓN DEMANDA -NULIDAD DE TRASLADO- 

 
ANGELA MARIA MEJIA MIRA, Abogada en ejercicio, e identificada con el número de cédula de 
ciudadanía 43.574.541 de Medellin y portadora de la tarjeta profesional No. 131.276 del C.S.J., en mi 
calidad de abogada adscrita a la firma MUÑOZ ESCRUCERÍA S.A.S identificada con Nit 900.437.941-7 
quien según poder general otorgado mediante escritura pública N° 3374 del 2 de septiembre de 2019 
tiene la facultad para realizar la representación judicial y extrajudicial en defensa de los intereses de la 
Administradora Colombiana de Pensiones - en adelante COLPENSIONES -, y según sustitución de poder 
que me fuese otorgado por el representante legal de la firma Dra. ELIANA MORENO PEDROZA, 
cordialmente solicito al Despacho reconocerme personería para actuar de acuerdo a la escritura pública 
y sustitución de poder que adjunto y estando dentro del término de la oportunidad procesal, de manera 
respetuosa me permito presentar contestación a la de manda en el proceso de la referencia instaurado 
contra COLPENSIONES, para que mediante sentencia que haga tránsito a cosa juzgada se absuelva a 
mi representada de todas y cada una de las pretensiones propuestas en la demanda y se condene en 
costas a el demandante. 
 

NATURALEZA JURÍDICA DE LA ENTIDAD DEMANDADA, REPRESENTACIÓN LEGAL Y 
DOMICILIO 

 
La Administradora Colombiana de Pensiones –COLPENSIONES- es una empresa industrial y comercial 
del estado del orden nacional, organizada como entidad financiera de carácter especial, vinculada al 
Ministerio de Trabajo con personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio independiente, cuyo 
objeto consiste en la administración estatal del régimen de prima media con prestación definida 
incluyendo la administración de los beneficios económicos periódicos de que trata el Acto Legislativo 01 
de 2005 modificatorio del artículo 48 de la constitución Política, de acuerdo con lo que establezca  la  ley 
que los desarrolle.  
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La representación legal la ejerce el Doctor JAIME DUSSAN CALDERÓN, identificado con la cédula de 
ciudadanía 12.102.957 o quien haga sus veces y quien obra en su calidad de presidente según consta 
en el Acuerdo No. 012 del 23 de noviembre de 2022. 
El domicilio principal es la ciudad de Bogotá D.C., en la Carrera 10 No. 72-33 Torre B piso 11, número 
telefónico 2170100 
 

A LOS HECHOS 
 

PRIMERO: ES CIERTO que el señor OSCAR ARMANDO HUERTAS MESA, nació el 1 de febrero de  
1.955, lo cual se puede extraer de la prueba documental allegada al expediente. 

 
SEGUNDA: ES CIERTO, que el señor OSCAR ARMANDO HUERTAS MESA,  ha laborado en el servicio 
publico, lo  cual se puede extraer de la prueba documental allegada al expediente. 
 

TERCERA: ES CIERTO, que el señor OSCAR ARMANDO HUERTAS MESA, estuvo afiliado al 
INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES hoy COLPENSIONES y en la actualidad al FONDO DE 
PENSIONES Y CESANTIAS PORVENIR, lo cual se puede extraer de la prueba documental allegada al 
expediente. 
 
CUARTO: NO ME CONSTA, en tanto no es un hecho del que mi representada pueda pronunciarse y dar 
fe ya que se refiere específicamente a una situación en particular que se presentó entre el traslado que 
realizo el demandante y la AFP PORVENIR S.A. 
 
QUINTO: NO ME CONSTA, en tanto no es un hecho del que mi representada pueda pronunciarse y dar 
fe ya que se refiere específicamente a una situación en particular que se presentó entre el traslado que 
realizo el demandante y la AFP PORVENIR S.A 
 
SEXTO:  NO APARECE  RELACIONADO EN EL TEXTO DE LA DEMANDA. 
 
SEPTIMO: NO ME CONSTA, en tanto no es un hecho del que mi representada pueda pronunciarse y dar 
fe ya que se refiere específicamente a una situación en particular que se presentó entre el traslado que 
realizo el demandante y la AFP PORVENIR S.A 
 
OCTAVO: NO ME CONSTA, en tanto no es un hecho del que mi representada pueda pronunciarse y dar 
fe ya que se refiere específicamente a una situación en particular que se presentó entre el traslado que 
realizo el demandante y la AFP PORVENIR S.A 
 
NOVENO: NO SE ACEPTA COMO HECHO, por ser una apreciación personal del apoderado de la parte 
demandante que encierra una pretensión, la cual deberá ser objeto de debate probatorio. 
 
DECIMO: ES CIERTO, que el señor OSCAR ARMANDO HUERTAS MESA,   presento reclamación 
administrativa para que fuera recibido como afiliado  a Colpensiones, lo cual se puede extraer de la prueba 
documental allegada al expediente. 
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DECIMO PRIMERO: ES CIERTO, que el señor OSCAR ARMANDO HUERTAS MESA,  otorgo poder 
para que se inicie demanda ordinaria laboral, lo cual se puede extraer de la prueba documental allegada 
al expediente. 

 

FRENTE A LAS PRETENSIONES 

PRIMERA:  ME OPONGO, teniendo en cuenta que el actor no tiene derecho a la nulidad o ineficacia 
solicita, pues la afiliación, cuenta con validez, en tanto obra como soporte de dicha afiliación las 
cotizaciones efectuadas por el demandante a dicho fondo, de manera libre, espontánea y voluntaria, 
además no obra soporte alguno en el expediente que demuestre lo contrario, ni el vicio del consentimiento 
alegado por el actor. 
 
SEGUNDA: ME OPONGO, teniendo en cuenta que el actor  no tiene derecho a la nulidad o ineficacia 
solicita, pues la afiliación, cuenta con validez, en tanto obra como soporte de dicha afiliación las 
cotizaciones efectuadas por el demandante a dicho fondo, de manera libre, espontánea y voluntaria, 
además no obra soporte alguno en el expediente que demuestre lo contrario, ni el vicio del consentimiento 
alegado por la parte actora. 
 
TERCERO: NI ME OPONGO, NI ME ALLANO, como quiera que dicha pretensión se trata de terceros 
ajenos a mi representada. 
 
CUARTO: ME OPONGO, teniendo en cuenta que el actor no tiene derecho a la nulidad o ineficacia 
solicita, pues la afiliación, cuenta con validez, en tanto obra como soporte de dicha afiliación las 
cotizaciones efectuadas por el demandante a dicho fondo, de manera libre, espontánea y voluntaria, 
además no obra soporte alguno en el expediente que demuestre lo contrario, ni el vicio del consentimiento 
alegado por el actor. 
QUINTA: ME OPONGO,  ya que dicha condena no resultaría procedente en tanto que es la parte 
demandante la que propone ante la administración de justicia un litigio del cual no ha demostrado con 
suficiencia la existencia de derecho alguno; obsérvese que la Administradora Colombiana de Pensiones 
Colpensiones, ha proferido la negativa a la solicitud de traslado, ajustándose a criterios jurídicos 
imperantes a más de ser un tercero de buena fe en la relación jurídico contractual que dio origen al 
presente trámite, concluyéndose que no se cumplió con los requisitos legales para el otorgamiento de lo 
solicitado, siendo deber del demandante demostrar su acierto. 
 
SEXTA: ME OPONGO, a que se de aplicación de los principios extra petita y ultra petita, ya que al 
demandante se le negó el traslado al régimen de prima media en aplicación a la normatividad vigente, 
por lo tanto no es de recibo que se le de al juez la facultad de excederse en la aplicación normativa. 
 
 

RAZONES Y FUNDAMENTOS DEL DERECHO DE DEFENSA 
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El asunto sometido a debate judicial se circunscribe al hecho de establecer si el traslado de régimen 
realizado por el demandante OSCAR ARMANDO HUERTAS MESA, del Régimen Solidario de Prima 
Media con Prestación Definida al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad, fue realizado de manera 
voluntaria y consentida, y en virtud de ello si hay lugar a que se declare la ineficacia y en consecuencia 
se condene a la AFP PORVENIR S.A a trasladar a COLPENSIONES todos los valores que hubiese 
recibido por motivo de afiliación sin descuento alguno y a COLPENSIONES a recibir los aportes 
provenientes de los fondos privados y a validarlos en la historia laboral de el demandante.  
 
Finalmente se debe determinar la procedencia de la condena a las entidades demandadas a lo que ultra 
y extra petita quede probado en el proceso, así como al pago de las costas procesales y agencias en 
derecho que decrete el juez. 
 
Sea lo primero manifestar que el demandante nació el 01 de febrero de 1955,  de lo que da cuenta la 
copia de su cédula de ciudadanía, por tanto, a la fecha cuenta con la edad de 68 años, registró su afiliación 
al régimen de prima media en el extinto ISS  el 1 de diciembre de 1982, acumulando un total de 224,71 
semanas de cotización.    
 
A prinicipios del año 2001 se trasladó al Régimen de Ahorro Individual con solidaridad suscribiendo 
formulario de afiliación con la AFP PORVENIR S.A., trasladándose entre administradoras del mismo 
régimen, es de resaltar que al momento de la presente se verificó en el Registro Único de Afiliados -
RUAF-, que la parte demandante no ostenta la calidad de pensionada. 
 
Ahora en lo que respecta al traslado de régimen es del caso precisar que, tratándose de la afiliación al 
sistema pensional, lo primero que se advierte es que los afiliados cuentan con el derecho de elegir 
libremente a que régimen quieren pertenecer, tal y como lo indica el literal B) y E) del artículo 13 de la ley 
100 de 1993 que fuere modificado por la ley 797 de 2003; en esa libertad de escogencia es fundamental 
el consentimiento libre que debe asistir al usuario de la seguridad social, el cual se materializa con la 
suscripción del formulario de afiliación en uno otro régimen.  
 

De lo que se desprende que, para el caso, no se encuentra probado que el traslado al Régimen de Ahorro 
Individual haya sido por engaños o falta de información a la parte demandante, por lo cual deberá probar 
lo manifestado al expresar que el traslado fue resultado del engaño o falta de información del asesor del 
fondo de pensiones del régimen de ahorro individual y hasta tanto eso no ocurra se deberá presumir que 
su traslado fue voluntario, libre y consentido, máxime que para el caso de el demandante se afilio el 21 
de noviembre de 1997, de lo que se concluye que el demandante conoció del régimen de ahorro individual 
en reiteradas oportunidades generando la suficiente confianza que la llevo a permanecer en dicho 
régimen.   
 
De otra parte, no puede pretender el  demandante que, como consecuencia de la declaratoria de nulidad 
y/o ineficacia, sea trasladada nuevamente al Régimen de Prima Media con prestación definida, pues es 
claro que como lo manifiesta la norma, ya supero la edad permitida por la Ley para realizar el cambio de 
Régimen, advirtiendo además que dicha pretensión desestabilizaría el sistema financiero del régimen de 
prima media, conforme fue establecido por la Corte Constitucional en la sentencia C -1024 de 2004, al 
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estudiar la constitucionalidad de la restricción de retorno cuando faltaren 10 años o menos para cumplir 
la edad para pensionarse, y explicó que: 
 
“el objetivo perseguido con el señalamiento del  período de carencia en la norma acusada, consiste en 
evitar la descapitalización del fondo común del Régimen Solidario de Prima Media con Prestación 
Definida, que se produciría si se permitiera que las personas que no han contribuido al fondo común y 
que, por lo mismo, no fueron tenidas en consideración en la realización del cálculo actuarial para 
determinar las sumas que representarán en el futuro el pago de sus pensiones y su reajuste periódico; 
pudiesen trasladarse de régimen, cuando llegasen a estar próximos al cumplimiento de los requisitos para 
acceder a la pensión de vejez, lo que contribuiría a desfinanciar el sistema y, por ende, a poner en riesgo 
la garantía del derecho irrenunciable a la pensión del resto de cotizantes.” 
 
La H. Corte Constitucional a través de sentencia T- 211 del 2016 ha manifestado:  
 

“En materia de traslado de régimen pensional, particularmente, respecto de los beneficiarios del 
régimen de transición, se han establecido las siguientes reglas de obligatorio cumplimiento para los 
jueces de tutela: i) Sólo los beneficiarios del régimen de transición que hubieren cotizado 15 años o 
más de servicios al sistema para el 1 de abril de 1994, fecha en la cual entró en vigencia la Ley 100 
de 1993, pueden trasladarse del régimen de ahorro individual con solidaridad al régimen de prima 
media con prestación definida en cualquier momento, conservando los beneficios del régimen de 
transición, caso en el cual, “deberán trasladar a él la totalidad del ahorro depositado en la respectiva 
cuenta individual, el cual no podrá ser inferior al monto total del aporte legal correspondiente en caso 
de que hubieren permanecido en el régimen de prima media”.  
 
No obstante lo anterior, ii) los beneficiarios del régimen de transición por cumplir el requisito de edad, 
es decir, aquellos que para el momento de entrar en vigencia el Sistema General de Pensiones 
tuvieran 35 años en el caso de las mujeres y, 40 años en el caso de los hombres, podrán trasladarse 
de régimen pensional una vez cada 5 años, contados a partir de su selección inicial, sin embargo no 
podrán efectuar dicho traslado cuando le faltaren 10 años o menos para acceder a la pensión de vejez. 
“En todo caso, de ser viable dicho traslado o haberse efectuado el mismo al momento de proferirse la 
presente providencia, ello no da lugar, bajo ninguna circunstancia, a recuperar el régimen de 
transición”. Por fuera de lo anterior, iii) en relación con los demás afiliados al Sistema General de 
Pensiones, igualmente podrán trasladarse de régimen pensional por una sola vez cada 5 años, pero 
no podrán hacerlo si le faltaren 10 años o menos para cumplir la edad exigida para acceder al derecho 
a la pensión, lo anterior, de conformidad con el literal e) del artículo 13 de la Ley 100 de 1993, 
modificado por el artículo 2 de la Ley 797 de 2003.” 

 
Seguidamente la H. Corte Constitucional manifestó:  
 

“…En consecuencia, la modificación hecha al literal e) del artículo 13 de la Ley 100 de 1993, por el 
artículo 2 de la Ley 797 de 2003 estableció los siguientes cambios en materia de traslado de régimen: 
por un lado, i) amplió el término para trasladarse de régimen pensional de 3 a 5 años y, por otro lado, 
ii) incorporó la prohibición de traslado cuando al afiliado le faltaren 10 años o menos para cumplir el 
requisito de la edad exigido para acceder al derecho a la pensión. Dicha prohibición se implementó 
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con el objetivo de mantener la sostenibilidad financiera del sistema y evitar que personas que estando 
en el régimen de ahorro individual con solidaridad próximos a pensionarse, decidieran trasladarse al 
régimen de prima media para acceder a la pensión conforme a las reglas propias de este régimen. 
  
La prohibición de traslado cuando al afiliado le faltaren 10 años o menos para cumplir el requisito de 
la edad exigido para acceder al derecho a la pensión, contenida en el literal e) del artículo 13 de la Ley 
100, modificado por el artículo 2 de la Ley 797 de 2003, fue objeto de estudio por parte de esta 
Corporación, a través de la Sentencia C- 1024 de 2004, a propósito de una demanda de 
inconstitucionalidad formulada en su contra, en la que se cuestionaba que la restricción temporal de 
traslado de régimen pensional, vulneraba el derecho a la libre escogencia. En dicho fallo, la Corte 
sostuvo que “la medida prevista en la norma acusada, conforme a la cual el afiliado no podrá 
trasladarse de régimen cuando le faltaren diez (10) años o menos para cumplir la edad para tener 
derecho a la pensión de vejez, resulta razonable y proporcional, a partir de la existencia de un objetivo 
adecuado y necesario, cuya validez constitucional no admite duda alguna. En efecto, el objetivo 
perseguido por la disposición demandada consiste en evitar la descapitalización del fondo común del 
Régimen Solidario de Prima Media con Prestación Definida, y simultáneamente, defender la equidad 
en el reconocimiento de las pensiones del Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad, pues se 
aparta del valor material de la justicia, que personas que no han contribuido a obtener una alta 
rentabilidad de los fondos de pensiones, puedan resultar finalmente beneficiadas del riesgo asumido 
por otros. La validez de dicha herramienta legal se encuentra en la imperiosa necesidad de asegurar 
la cobertura en la protección de los riesgos inherentes a la seguridad social en materia pensional a 
todos los habitantes del territorio colombiano, en acatamiento de los principios constitucionales de 
universalidad y eficiencia (C.P. art. 48). Así mismo, el objetivo de la norma se adecua al logro de un 
fin constitucional válido, pues permite asegurar la intangibilidad de los recursos pensionales en ambos 
regímenes, cuando se aproxima la edad para obtener el reconocimiento del derecho irrenunciable a 
la pensión, en beneficio de la estabilidad y sostenibilidad del sistema pensional”. 

 
Con lo anterior, queda claramente demostrado que no le asiste derecho a el demandante de solicitar el 
cambio de régimen, toda vez que, en la actualidad cuenta con 61 años de edad, si se tiene que nació el 
12/10/1962 y por tanto se encuentra inmersa en la restricción antes enunciada, aunado al hecho de que 
el objeto principal de este proceso no es otro que la disparidad en cifras, hecho que no constituye causal 
para declarar la ineficacia pues la inconformidad de cifras entre la mesada en uno y otro régimen no se 
equipara a la falta de información, ni constituye un engaño o causal de ineficacia.  
 
Por otra parte, y si bien se ha censurado que la administradora del Régimen de Ahorro Individual con 
Solidaridad - AFP PORVENIR S.A, no proporcionó a la afiliada una suficiente, completa, clara, 
comprensible y oportuna información sobre las implicaciones del traslado, es preciso recordar que con 
ello se está desconociendo que el deber de información que tienen las administradoras de pensiones, ha 
tenido varias etapas como son: 
 
1) Primera Etapa: el Decreto 663 de 1993, Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, estableció en el 
numeral 1. ° del artículo 97, la obligación de las entidades de” suministrar a los usuarios de los servicios 
que prestan la información necesaria para lograr la mayor transparencia en las operaciones que realicen, 
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de suerte que les permita, a través de elementos de juicio claros y objetivos, escoger las mejores opciones 
del mercado”.    
 
2) Segunda etapa: La ley 1328 de 2009 y el Decreto 2241 de 2010, reglamentaron los derechos de los 
consumidores (precisando los principios y el contenido básico de la información) y establecieron el deber 
de asesoría y buen consejo a cargo de las administradoras de pensiones.   
  
3) Tercera etapa: la Ley 1748 de 2014, el Decreto 2071 de 2015 y la Circular Externa N.° 016 de 2016 de 
la Superintendencia Financiera, establecieron que los usuarios del sistema pensional tienen el derecho a 
la doble asesoría, como condición previa para que proceda el traslado entre regímenes, esto es, a obtener 
información de asesores y promotores de ambos regímenes, con el fin de que se formen un juicio imparcial 
y objetivo sobre las características, fortalezas y debilidades de cada uno, así como de las condiciones y 
efectos jurídicos del traslado.  
  
Así las cosas, el análisis de la información suministrada por la AFP PORVENIR  S.A y el alcance de la 
asesoría que debió brindar al momento de la afiliación para el caso concreto, deben ser valoradas bajo la 
normatividad vigente para la fecha de suscripción del formulario o de la materialización del traslado, esto 
es,  para el año 1997; pues no resulta razonable ni jurídicamente válido imponer a las administradoras 
obligaciones y soportes de información no previstos en el ordenamiento jurídico vigente al momento del 
traslado de régimen, pues tal exigencia desvirtúa el principio de confianza legítima, teniendo en cuenta 
que el principio de legalidad y el debido proceso, no consisten solamente en las posibilidades de defensa 
o en la oportunidad para interponer recursos, sino que exige, además, como lo expresa el artículo 29 de 
la Carta, el ajuste a las normas preexistentes al acto que se juzga.  
 
El juzgamiento de la conducta de los fondos con base en normas inexistentes, no tiene justificación 
jurídica alguna y viola gravemente el debido proceso de Colpensiones, quien sin haber participado en el 
trámite de traslado es quien debe afrontar la carga de la futura prestación. 
 
Por otra parte, es importante mencionar que para el caso de COLPENSIONES nos encontramos frente a 
una notoria falta de legitimación en la causa, la cual ha sido tratada en reiteradas ocasiones por la Corte 
Constitucional en lo siguiente: 
 
“La legitimación en la causa es una calidad subjetiva de las partes en relación con el interés sustancial 
que se discute en el proceso. Por tanto, cuando una de las partes carece de dicha calidad o atributo, no 
puede el juez adoptar una decisión de mérito y debe entonces simplemente declararse inhibido para fallar 
el caso de fondo. La legitimación pasiva se consagra como la facultad procesal que le atribuye al 
demandado la posibilidad de desconocer o controvertir la reclamación que el actor le dirige mediante la 
demanda sobre una pretensión de contenido material”. 
 
Así mismo, la jurisprudencia del Consejo de Estado ha señalado de manera reiterada, la importancia que 
se acredite el presupuesto de legitimación en la causa para que las partes puedan actuar dentro de un 
proceso, en este sentido está el pronunciamiento realizado mediante Sentencia del 25 de Julio de 2011, 
expediente: 20.146 del 19 de octubre de 2011, expediente 19630 en los siguientes términos 
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“La legitimación en la causa por pasiva. Con relación con la naturaleza jurídica de la noción de legitimación 
en la causa, en sentido amplio, la jurisprudencia constitucional se ha referido a ella, como la "calidad 
subjetiva reconocida a las partes en relación con el interés sustancial que se discute en el proceso", (Corte 
Constitucional. Sentencia C- 965 de 2003.) de forma tal, que cuando una de las partes carece de dicha 
calidad o condición, no puede el juez adoptar una decisión favorable a las pretensiones demandadas.” 
 
Entendido así el concepto de legitimación en la causa, es evidente que cuando ella falte, bien en el 
demandante o bien en el demandado, la sentencia no puede ser inhibitoria, sino desestimatoria de las 
pretensiones aducidas, pues querrá decir que quien las adujo o la persona contra las que se adujeron no 
eran las titulares del derecho o de la obligación correlativa alegada. 
 
Así las cosas, el presente litigio se centra principalmente en  determinar si la afiliación realizada por el 
demandante al RAIS es válida o no, ante tal situación se establece que Colpensiones se encuentra en 
una notoria falta de legitimación en la causa por pasiva, al ser la AFP PORVENIR S.A, la llamada a 
pronunciarse sobre el asunto bajo estudiado, máxime que fue con la AFP PORVENIR S.A con la que se 
realizó la respectiva afiliación en primera medida y no es procedente imponer cargas económicas 
adicionales a COLPENSIONES y más cuando su actuar siempre se ha regido por el principio legal y 
constitucional de la buena fe y entre sus funciones no se encuentra retener a sus afiliados, por lo que 
todo lo acontecido en razón al traslado de régimen de la parte actora no puede ser atribuido bajo ninguna 
perspectiva a esta entidad, ni se le puede imponer cargas insostenibles más aun cuando esta solo fue un 
sujeto pasivo en el acto jurídico que se demanda y nada tuvo que ver con el traslado de el demandante. 
 
Aunado a lo anterior es de resaltar que la ineficacia o nulidad, resultaría inoponible frente a terceros de 
buena fe como en este caso lo es Colpensiones, a la par que la figura de la inoponibilidad constituye un 
mecanismo protector del derecho a la seguridad jurídica, que en el caso de Colpensiones se consolida 
por el tiempo en que aquellos afiliados permanecieron en el RAIS, a más  que la seguridad jurídica que 
se deriva de la inoponibilidad pretende proteger intereses patrimoniales de terceros, que en este caso, 
tienen alcance frente al principio de sostenibilidad financiera del sistema y planeación de la reserva 
pensional.  
 
De la misma manera, la Sala de Casación Civil, ha definido la inoponibilidad como aquella que “valora la 
confianza razonable de los terceros de buena fe en aquellos negocios que se presentan objetivamente 
como válidamente celebrados”, raciocinio, que a su vez se deriva del principio de relatividad de los 
negocios jurídicos, es decir, que solo se producen efectos respecto de quienes voluntariamente participan 
de aquél. 
 
Precisamente, la jurisprudencia en la especialidad civil, indica que la inoponibilidad no requiere de la 
validez del negocio jurídico, muy por el contrario, algo que es ineficaz entre las partes, como en este caso 
la afiliación al RAIS, si se torna como eficaz frente al tercero de buena fe, como es el caso de 
Colpensiones. Así se ha dicho: “cuyo caso no le interesa que no lo alcancen los efectos de un negocio 
válido e incontrovertible entre las partes, sino todo lo contrario, esto es que se tenga como válido frente a 
su calidad de tercero un negocio jurídico que carece de eficacia entre los celebrantes”.  
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Es decir, que la inoponibilidad en este caso frente a un negocio jurídico ineficaz, permite que sus efectos 
se mantengan ante un tercero de buena fe, o en otras palabras para el caso concreto, que se mantengan 
los efectos de la afiliación al RAIS frente a Colpensiones, ya que, en el desmedro patrimonial que sufre 
la reserva pensional del RPM en caso de resultarle oponible la ineficacia de los traslados irregulares al 
RAIS es contundente, pues como se indicó por la Corte constitucional no fueron tenidas en consideración 
en la realización del cálculo actuarial para determinar las sumas que representarán en el futuro el pago 
de sus pensiones y su reajuste periódico. 
 
Resulta también relevante indicar, que las entidades de Seguridad Social no solo se sujetan a la 
responsabilidad propia de los contratos de aseguramiento, sino que se ciñen a obligaciones de índole 
constitucional que trascienden como administradoras de un servicio público de seguridad social.  
 
En este caso, la responsabilidad de las AFP por la ineficacia de un traslado, no sólo se deben enmarcar 
a reparar el daño individualmente sometido a consideración de un Juez, sino que debe tener alcance 
frente a los daños indirectos que irradian o comprometen los derechos constitucionales de terceros, en 
razón de la reserva patrimonial de los pensionados y afiliados del RPM que se ven comprometidos con el 
desmedro que sufre la reserva pensional, y que si bien es cierto, la jurisprudencia ha indicado que al 
afiliado no le es atribuible y por ende no se le exige la equivalencia económica de los aportes que se 
devuelven del RAIS al RPM, no es menos cierto, que tal reparo económico lo debe asumir quien ha 
causado el daño y por virtud de la operancia de la inoponibilidad. 
 
Así pues, en caso de no aceptarse la tesis de la inoponibilidad, se debe evaluar por los jueces la 
proporcionalidad de la medida que se adopta con la ineficacia del traslado, y ponderar los bienes jurídicos 
en tensión, para adoptar otra medida, consistente en que sea la AFP quien asuma las cargas económicas, 
o que los dineros que se trasladen al RAIS, los devuelva conforme a un estudio actuarial que determine 
que con ellos se cubre en su integridad la prestación en los términos actuariales. 
 
Por otra parte, y conforme al artículo 167 del Código General del proceso, por regla general corresponde 
a cada parte probar el supuesto de hecho que exhibe y atendiendo las situaciones particulares del caso, 
el juez puede invertir la carga de la prueba exigiendo probar determinado hecho a la parte que se 
encuentre en una situación más favorable para aportar las evidencias. 
 
Al respecto es preciso señalar, que la carga dinámica e inversión de la prueba al interior de un 
proceso judicial exige la igualdad entre las partes con parámetros de buena fe y lealtad procesal. 
Bajo estas circunstancias el principio “quien alega debe probar” cede su lugar al principio “quien puede 
debe probar”. Para determinar QUIEN es el que puede probar dentro de un proceso judicial la Corte 
Constitucional ha señalado que depende de cada situación particular.  
 
Así la sentencia C- 086 de 2016 que analizó la constitucionalidad del art. 167 del Código General del 
Proceso, indicó:   
  
“7.4.- En lo concerniente a la configuración de la carga dinámica de la prueba debe decirse que atiende 
su inspiración teórica, fundada en los pilares de solidaridad, equidad (igualdad real entre las partes), 
lealtad y buena fe procesal, todos ellos reconocidos en la Carta Política de 1991, donde el principio “quien 
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alega debe probar” cede su lugar al principio “quien puede debe probar”. Su ejercicio por parte del juez 
es, en consecuencia, manifestación de una competencia plenamente legítima bajo el prisma de un Estado 
Social de Derecho.  

 
En la regulación aprobada por el Legislador este decidió -también de manera deliberada y consciente- no 
fijar un catálogo cerrado de episodios en las cuales puede tener cabida la carga dinámica de la prueba. 
Por el contrario, dejo abierta esa posibilidad al juez, “según las particularidades del caso”, para lo cual 
mencionó solo algunas hipótesis: (i) la posesión de la prueba en una de las partes, (ii) la existencia de 
circunstancias técnicas especiales, (iii) la previa y directa intervención en los hechos, (iv) el estado de 
indefensión o de incapacidad de una de las partes, “entre otras circunstancias similares.  
 
Igualmente destaca la Corte constitucional que los eventos mencionados “recogen en buena medida las 
reglas trazadas por la jurisprudencia tanto de la Corte Suprema de Justicia como de la propia Corte 
Constitucional”. Además, agrega con nitidez que “el Legislador facultó a los jueces para evaluar las 
circunstancias de cada caso y definir si se dan o no los supuestos genéricos para recurrir en ciertos casos 
a la carga dinámica de la prueba. Esta decisión resulta comprensible y completamente válida, no solo 
ante la dificultad para anticiparse a nuevas situaciones en una sociedad que presenta vertiginosos 
cambios –algunos tal vez inimaginables-, sino porque son los contornos de cada situación los que 
permiten evaluar si la igualdad entre las partes se ha visto o no comprometida y se requiere de la “longa 
manus” del juez para restablecerla.”    
 
Circunstancias estas que no habilitan a que el demándate asuma una actitud 100% pasiva, pues hasta el 
año 2016, los fondos privados cuentan exclusivamente con el consentimiento vertido en el formulario de 
afiliación, para probar el consentimiento y asentimiento del afiliado respecto del traslado, por cuanto las 
leyes que surgieron entre el año 1994 y 2016 no exigían nada diferente al documento de afiliación donde 
constaba la plena intención de pertenecer al Régimen de ahorro individual con solidaridad, así las cosas, 
no pueden considerarse a todos los afiliados como una parte débil e indefensa, la misma ley previó, 
concretamente en el Decreto 663 de 1993 Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, distintos deberes 
en cabeza de los afiliados con el fin de que por interés propio se asesoren de la mejor manera, e imponen 
a estos el deber de informarse de la decisión que están tomando, por lo que se concluye que el deber de 
información no recae exclusivamente en los fondos, también existe en cabeza de los usuarios el deber 
de realizar las gestiones necesarias y diligentes para tomar las mejores decisiones respecto de su 
situación pensional y no esperar 20 años después cuando ya los fondos han trabajado e invertido para el 
mejor beneficio de los aportes del demandante; por tanto no pueden desconocerse las situaciones que 
rodean cada caso y que de alguna manera le permitían al demandante obtener información mínima 
durante el paso del tiempo, como son los extractos que recibía, así como los canales de información 
puestos a su disposición como son los puntos de atención y la internet.   
 
Aunado a todo lo anterior, respecto al derecho a la libre elección entre regímenes pensionales y los límites 
para hacer efectivo el derecho, es preciso recordar lo indicado en la Sentencia C-1024 de 2004, la cual 
expresó:  
  

“9.2.3.2. Al resolver sobre el citado problema jurídico, en la Sentencia   C-1024 de 2004, la Corte 
concluyó que el artículo 2° de la Ley 797 de 2003 era exequible, en consideración a que el período de 
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carencia o de permanencia obligatoria allí previsto, conduce a la obtención de un beneficio directo en 
favor de los sujetos a quienes se les aplica, pues además de contribuir al logro de los principios 
constitucionales de universalidad y eficiencia, asegura la intangibilidad y sostenibilidad del sistema 
pensional, preservando los recursos económicos que han de garantizar el pago futuro de las pensiones 
y el reajuste periódico de las mismas.  
  
9.2.3.3. De manera puntual, en la aludida providencia la Corte recordó que “el derecho a la libre 
elección entre los distintos regímenes pensionales previstos en la ley, no constituye un derecho 
absoluto, por el contrario, admite el señalamiento de algunas excepciones que, por su misma esencia, 
pueden conducir al establecimiento de una diversidad de trato entre sujetos puestos aparentemente 
en igualdad de condiciones, tales como, el señalamiento de límites para hacer efectivo el derecho legal 
de traslado entre regímenes pensionales. Ahora bien, la Corte ha sostenido que dicha diversidad de 
trato no puede considerarse per se contraria al Texto Superior, pues es indispensable demostrar la 
irrazonabilidad del tratamiento diferente y, más concretamente, la falta de adecuación, necesidad y 
proporcionalidad de la medida en el logro de un fin constitucionalmente admisible”9.  
  
9.2.3.4. Desde esta perspectiva, explicó que “el objetivo perseguido con el señalamiento del  período 
de carencia en la norma acusada, consiste en evitar la descapitalización del fondo común del Régimen 
Solidario de Prima Media con Prestación Definida, que se produciría si se permitiera que las personas 
que no han contribuido al fondo común y que, por lo mismo, no fueron tenidas en consideración en la 
realización del cálculo actuarial para determinar las sumas que representarán en el futuro el pago de 
sus pensiones y su reajuste periódico; pudiesen trasladarse de régimen, cuando llegasen a estar 
próximos al cumplimiento de los requisitos para acceder a la pensión de vejez, lo que contribuiría a 
desfinanciar el sistema y, por ende, a poner en riesgo la garantía del derecho irrenunciable a la pensión 
del resto de cotizantes”10.(…)  

 
Por su parte en Sentencia C- 596 de 1997 donde la Corte Constitucional estudió una demanda dirigida 
contra la expresión "al cual se encuentran afiliados" contenida en el inciso segundo del artículo 36 de la 
Ley 100 de 1993, la cual se acusó de desconocer el principio de favorabilidad en materia laboral, colocar 
en situación desventajosa a las personas que se encontraban en el régimen de transición y violar el 
principio de irrenunciabilidad de los beneficios mínimos laborales, al respecto la Corte expresó:  
  

“Justamente por cuanto los derechos a la seguridad social no se tienen por el simple hecho de ser 
persona humana, como si sucede con los derechos fundamentales o derechos de primera generación, 
para ser titular de ellos es necesario acreditar el cumplimiento de los requisitos que la ley, de manera 
general, impone para adquirirlos. Cuando, en vigencia de la ley que señala tales requisitos, estos 
llegan a cumplirse, se habla de derecho adquirido en materia de seguridad social. Cuando, por el 
contrario, durante el término de vigencia de la ley que prescribe tales condiciones, la persona que 
aspira a la titularidad de ellos está en vía de cumplirlas, se habla de expectativa de derecho. (...) Las 
consecuencias jurídicas en uno y otro supuesto son bien distintas: los derechos adquiridos, al tenor 
del artículo 58 la Carta Política, no pueden ser desconocidos por leyes posteriores; no así las simples 
expectativas de derecho.” (Subrayado y negrilla fuera de texto original)  
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Posteriormente, a través de la providencia C-789 de 2002, la Corte Constitucional resolvió la demanda 
presentada por un ciudadano contra los incisos 4 y 5 del artículo 36 de la Ley 100 de 1993.  En la 
sentencia, la Corte precisó el alcance de derechos adquiridos y meras expectativas en materia pensional, 
indicando lo siguiente:  
  

“La Sala Plena consideró que las disposiciones demandadas se ajustaban a la Constitución puesto 
que, en primer lugar, el derecho a obtener una pensión de acuerdo con el régimen de transición no es 
un derecho adquirido sino “apenas una expectativa legítima, a la cual decidieron renunciar voluntaria 
y autónomamente, para trasladarse al sistema de ahorro individual con solidaridad”.   
  
En segundo lugar, indicó que ni siquiera puede afirmarse que las normas acusadas frustren tal 
expectativa ya que sólo “se podría hablar de una frustración de la expectativa a pensionarse en 
determinadas condiciones y de un desconocimiento del trabajo de quienes se trasladaron al sistema 
de ahorro individual, si la condición no se hubiera impuesto en la Ley 100 de 1993, sino en un tránsito 
legislativo posterior, y tales personas se hubieran trasladado antes del tránsito legislativo”.   
 

Por último, precisó que: 
 

“la protección constitucional a favor del trabajador, que le impide al legislador expedir normas que les 
permitan renunciar a ciertos beneficios considerados como mínimos no se refiere a las expectativas 
legítimas, sino a aquellos derechos que hayan sido adquiridos por sus titulares o a aquellas situaciones 
que se hayan consolidado definitivamente en cabeza de sus titulares”, razón por la cual tal prohibición 
no aplica en este caso al tratarse de expectativas legítimas y no de derechos adquiridos”. 

 
Conforme lo expuesto se tiene que tanto el Instituto de seguros sociales como la administradora 
colombiana de pensiones COLPENSIONES, han sido absolutamente respetuosos en la autonomía de la 
voluntad privada y han permitido que sus afiliados migren hacia el régimen de ahorro individual, toda vez 
que el sistema general de pensiones colombiano se ofrece dual y permite esa movilidad sin que mi 
representada haya generado implicaciones o influencias negativas en las decisiones que se adoptaron 
para efectos del traslado del  demandante, así las cosas se tiene que la entidad, ha obrado de buena fe, 
y ha actuado conforme a los lineamientos trasados en la ley, por lo tanto, no le compete la realización del 
solicitado traslado, en tanto que, COLPENSIONES no intervino ni afecto en forma alguna la decisión de 
el demandante y como se indicó resulta ser un tercero ajeno a la relación jurídico contractual que dio 
origen al presente litigio.  
 
Teniendo en cuenta los argumentos antes esbozados, solicito al Despacho no acceder a ninguna de las 
pretensiones de la demanda y absolver a mi representada de cualquier responsabilidad que se le pudiere 
imputar. 
 

EXCEPCIONES DE MERITO 
 

1. FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA 
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Teniendo en cuenta que el  demandante, el señor OSCAR ARMANDO HUERTAS MESA,  no se encuentra 
afiliado al RPM que administra COLPENSIONES y se encuentra a menos de 10 de años de cumplir la 
edad de pensión, se presenta una falta de legitimación en la causa por pasiva. Frente al tema, la Corte 
constitucional en la Sentencia T-416/97 M.P. José Gregorio Hernández, arguyó lo siguiente: 

“La legitimación en la causa es una calidad subjetiva de las partes en relación con el interés 
sustancial que se discute en el proceso. Por tanto, cuando una de las partes carece de dicha calidad 
o atributo, no puede el juez adoptar una decisión de mérito y debe entonces simplemente 
declararse inhibido para fallar el caso de fondo. La legitimación pasiva se consagra como la facultad 
procesal que le atribuye al demandado la posibilidad de desconocer o controvertir la reclamación 
que el actor le dirige mediante la demanda sobre una pretensión de contenido material”. 

La jurisprudencia del Consejo de Estado ha señalado de manera reiterada, la importancia que se acredite 
el presupuesto de legitimación en la causa para que las partes puedan actuar dentro de un proceso, en 
este sentido está el pronunciamiento realizado mediante Sentencia del 25 de mayo de 2011, expediente: 
20146 del 19 de octubre de 2011, expediente 19630 en los siguientes términos: 

La legitimación en la causa por pasiva. Con relación con la naturaleza jurídica de la noción de 
legitimación en la causa, en sentido amplio, la jurisprudencia constitucional se ha referido a ella, 
como la "calidad subjetiva reconocida a las partes en relación con el interés sustancial que se 
discute en el proceso", (Corte Constitucional. Sentencia C- 965 de 2003.) de forma tal, que cuando 
una de las partes carece de dicha calidad o condición, no puede el juez adoptar una decisión 
favorable a las pretensiones demandadas. Consejo de Estado, sentencia de 25 de julio de 2011, 
expediente: 20.146. Entendido así el concepto de legitimación en la causa, es evidente que cuando 
ella falte, bien en el demandante o bien en el demandado, la sentencia no puede ser inhibitoria, 
sino desestimatoria de las pretensiones aducidas, pues querrá decir que quien las adujo o la 
persona contra las que se adujeron no eran las titulares del derecho o de la obligación correlativa 
alegada. 

Al respecto, no sobra recordar lo dicho por la Sala en tal sentido, a saber: 

"(…) La legitimación en la causa consiste en la identidad de las personas que figuran como sujetos (por 
activa o por pasiva) de la pretensión procesal, con las personas a las cuales la ley otorga el derecho para 
postular determinadas pretensiones. Cuando ella falte bien en el demandante o bien en el demandado, 
la sentencia no puede ser inhibitoria sino desestimatoria de las pretensiones aducidas, pues querrá decir 
que quien las adujo o la persona contra las que se adujeron no eran las titulares del derecho o de la 
obligación correlativa alegada (…)”. Consejo de Estado Sentencia de 23 de octubre de 1990.  

2. COBRO DE LO NO DEBIDO. Mi representada ha expresado con fundadas razones que no es 
procedente acceder a la prestación solicitada.  Toda vez que el actor le faltan menos de 10 años para 
adquirir el derecho pensional y, por tanto, no cumple con los términos dispuestos en el artículo 2 de la ley 
797 de 2003 literal e, pues la solicitud se encuentra fuera de los términos establecidos y, en consecuencia, 
no es posible aprobar el traslado de régimen.  

 Por lo anterior, Colpensiones carece de legitimación en la causa para pronunciarse de fondo frente a las 
pretensiones incoadas por la parte actora. 
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3. PRESCRIPCIÓN. Sin que de ninguna manera se entienda reconocimiento de los hechos y pretensiones 
aducidas por el demandante, se propone esta excepción correspondiente a cualquier derecho que 
eventualmente se hubiere causado a favor del demandante y que, de conformidad con las normas legales, 
y con las probanzas del juicio, quedara cobijado por el fenómeno de la prescripción, art. 488 del CST, art. 
151 del CPL. 

4. INOPONIBILIDAD DEL ACTO JURÍDICO DE AFILIACIÓN DE EL DEMANDANTE CON LA AFP 
PORVENIR S.A. FRENTE A COLPENSIONES COMO TERCERO DE BUENA FE. 

La Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia del 1 de julio de 2008. Exp. 2001-00803-
01. M.P. Dr. William Namén Vargas frente a la inoponibilidad ha indicado que es aquella en la cual los 
efectos del negocio jurídico son plenos entre las partes y no respecto de terceros, cuyos intereses 
escapan a la esfera dispositiva de las partes, careciendo de eficacia. 

También la Corte Constitucional se ha referido a la inoponibilidad como la figura que “comprende aquellas 
hipótesis en las que el acto o contrato es existente y válido entre quienes intervinieron en su celebración, 
pero no tiene la aptitud de producir sus efectos frente a terceros dado que, por ejemplo, no se agotaron 
determinados requisitos de publicidad previstos en la ley” (Sentencia C-345 de 2017. Exp. D-11758. M.P. 
Alejandro Linares Cantillo) 

La inoponibilidad se predica de terceros de buena fe, que son los que desconocían la celebración del 
negocio, pudiendo ignorarla, en este caso COLPENSIONES 

La inoponibilidad es un mecanismo jurídico que protege los intereses de los terceros relativos, es decir 
aquéllos que no son parte de la relación contractual cuya eficacia se cuestiona, pero resultan afectados 
por ella en virtud de un negocio jurídico distinto, que en el caso de Colpensiones se consolida por el 
tiempo en que aquellos afiliados permanecieron en el RAIS, aunado a que la seguridad jurídica que se 
deriva de la inoponibilidad pretende proteger intereses patrimoniales de terceros, que en este caso, tienen 
alcance frente al principio de sostenibilidad financiera del sistema y planeación de la reserva pensional. 

 
Es decir, que la inoponibilidad en este caso y frente a un negocio jurídico ineficaz, permite que sus efectos 
se mantengan ante un tercero de buena fe, o en otras palabras para el caso concreto, que se mantengan 
los efectos de la afiliación al RAIS frente a Colpensiones. 

5. PRESUNCION DE LEGALIDAD DE LOS ACTOS JURIDICOS: Como quiera que el traslado obedeció 
a la voluntad de las partes por un lado de el demandante de afiliarse al fondo privado  y por la otra la del 
fondo de aceptarla como afiliada, así entonces, no puede alegarse el desconocimiento de la norma como 
vicio del consentimiento, en tanto a la luz del artículo 9° del C. civil, la ignorancia de la ley no es excusa, 
situación que permite entrever que estamos en presencia de un error de derecho, que no vicia el 
consentimiento, con lo que resulta plenamente valido el traslado de el demandante a fondo privado. 

6. BUENA FE EN LAS ACTUACIONES DE COLPENSIONES. Fundamento la presente excepción en las 
razones jurídicas que fundamentan la decisión de la Administradora Colombiana de pensiones, en la 
negativa a declarar la nulidad de la afiliación de el demandante al fondo privado, como quiera que no está 
en cabeza de esta administradora determinar si existieron o no anomalías que invaliden el traslado, 
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máxime si se tiene en cuenta que el demandante se encuentra válidamente afiliada al Régimen de Ahorro 
Individual con Solidaridad- RAIS, la cual además se encuentra debidamente acreditada por la voluntad 
de trasladarse y suscribir formulario de afiliación como se infiere del escrito de demanda. En igual sentido 
su señoría es preciso indicar que COLPENSIONES habiendo estudiado la viabilidad del traslado de el 
demandante, esto es su retorno al RAIS, se encuentran cumplidos ya los términos de la SU 062 de 2010 
y tampoco le faltaban menos de 10 años para adquirir su derecho pensional, con lo que se revolvió 
negativamente su solicitud. 

7. INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN. La anterior excepción obedece a la inexistencia de 
presupuestos fácticos y jurídicos para efectuar el traslado del régimen. En consecuencia, al no existir un 
derecho concreto, palpable y cierto, su reclamo deviene en inexistente. 

8. INOBSERVANCIA DEL PRINCIPIO CONSTITUCIONAL DESARROLLADO EN EL ARTÍCULO 48 
CONSTITUCIONAL ADICIONADO POR EL ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2005: 

“Artículo 48. La Seguridad Social es un servicio público de carácter obligatorio que se prestará bajo la 
dirección, coordinación y control del Estado, en sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y 
solidaridad, en los términos que establezca la Ley. Se garantiza a todos los habitantes el derecho 
irrenunciable a la Seguridad Social. El Estado, con la participación de los particulares, ampliará 
progresivamente la cobertura de la Seguridad Social que comprenderá la prestación de los servicios en 
la forma que determine la Ley. La Seguridad Social podrá ser prestada por entidades públicas o privadas, 
de conformidad con la ley. No se podrán destinar ni utilizar los recursos de las instituciones de la 
Seguridad Social para fines diferentes a ella. La ley definirá los medios para que los recursos destinados 
a pensiones mantengan su poder adquisitivo constante. ” 

 Conforme a lo anterior, resulta preciso señalar que se encuentra directamente afectado el principio de 
progresividad pues al declaratoria de nulidad del traslado o ineficacia del mismo lleva implícita la 
imposibilidad del sistema del RPM administrado por COLPENSIONES de hacer frente a los presupuestos 
de progresividad y universalidad pues limita y afecta de forma directa los recursos de la entidad que 
represento. 

9. CALIDADES DEL DEMANDANTE PARA CONOCER LAS CONSECUENCIAS DE SU TRASLADO: 
Solicito a su señoría tener especial atención en las calidades del demandante para tener conocimiento 
del funcionamiento de los Regímenes Pensionales en Colombia, y la forma como funcionaba el fondo 
privado, como quiera que no pude ni debe perderse de vista que estas normas gozan de publicidad y en 
ese sentido del traslado entendido como un negocio jurídico suscrito entre el fondo privado y el 
demandante, no existía ningún tipo de limitación que le imposibilitara acceder a la información de sus 
modalidades de administración ni tampoco de las calidades propias del actor puede determinarse 
obstáculo alguno que lo enmarque dentro de lo que la jurisprudencia ha señalado un afiliado lego. 

10. INNOMINADA O GENÉRICA. Igualmente pido al señor juez se sirva declarar probadas las demás 
excepciones que resulten dentro del presente proceso. 

 
FUNDAMENTOS NORNATIVOS 
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Sustento de las afirmaciones plasmadas en la presente contestación son: de la Ley 100 de 1993 y demás 
Decretos reglamentarios. 

 
PRUEBAS 

De forma respetuosa le solicito al señor Juez se decreten a favor de mi representada las siguientes: 
A. Documentales  
• Expediente administrativo de el demandante. 
• Historia laboral. 
 
B. INTERROGATORIO DE PARTE 
 
Interrogatorio de parte al señor OSCAR ARMANDO HUERTAS MESA, para que en audiencia, absuelva 
el interrogatorio solicitado. 
 

DESCONOCIMIENTO DE DOCUMENTOS: 
 

 Me permito manifestar que desconozco los documentos aportados con la presentación de la demanda. 
 
 Lo anterior, ya que una vez verificadas las documentales allegadas se evidencia que obran documentales 
que no fueron emitidas por mi represente y, en consecuencia, no podemos dar fe de la validez y 
autenticidad del contenido de los mismos.  
 
 

DEPENDIENTE JUDICIAL 
 
Me permito nombrar como dependiente judicial al doctor YEISON FERNANDO GONZALEZ CUESTA 
identificado con cedula de ciudadanía N 1077446239 y Tarjeta Profesional 341453 a quien autorizo para 
acceder al expediente y tomar las copias requeridas. 

 
ANEXOS 

 
a. Sustitución de poder debidamente otorgado. 
b. Escritura pública # 3374 del 2 de septiembre de 2019 
c. Certificado de existencia y representación de MUÑOZ Y ESCRUCERIA S.A.S 

 
DIRECCIONES Y NOTIFICACIONES 

 
Colpensiones: Carrera 10 No. 72 – 33 Torre B Piso 11 Bogotá D.C 
A este apoderado: Calle 49 No. 50-21 Edificio del Café Oficina 2201 
Correo electrónico: angelamammm@gmail.com  
Celular: 3044939725 
 
Cordialmente, 
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___________________________ 
ANGELA MARIA MEJIA MIRA  
C. C. No. 43574541 de Medellin  
T. P. No. 131,276 del C.S. de la J. 
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Procesos laborales 

Elaboró Formato: Luis Carlos Martínez  / Líder 
Gestión Documental 
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Aprobó Formato: Juan Carlos Muñoz / Gerente 
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ABOGADOS 
 

 
 
 
 

CD: 110                                                                                                        SE: 04                                                                                                 SB: 04.01 

                            ME-JURM-SUA-6067-2023 
JUZGADO 001 LABORAL DE QUIBDÓ 
E.S.D. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
ELIANA MORENO PEDROZA, mayor de edad, identificada como aparece al pie de mi respectiva firma, actuando 
en mi calidad de Representante Legal de la Sociedad MUÑOZ Y ESCRUCERIA S.A.S. con NIT.: 900.437.941-7 
quien, a su vez, actúa como Apoderada General de LA ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 
COLPENSIONES, según E.P. No. 3374 de fecha 2 de septiembre de 2019 de la Notaria 9ª del Circulo Notarial de 
Bogotá D.C la cual fue reformada por Acta No. 024 del 25 de julio de 2022, de Asamblea De Accionistas, inscrito en esta 

Cámara de Comercio el 04 de agosto de 2022 con el No. 14439 del Libro IX., por medio del presente escrito, concurro a 
su Honorable Despacho con el fin de manifestar que conforme a las facultades conferidas SUSTITUYO el poder 
especial otorgado, por la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES, al Abogada 
ANGELA MARIA MEJIA MIRA, abogada en ejercicio, identificado como aparece al pie de su correspondiente 
firma, para que continúe con la representación y gestión del mandato encomendado, respecto del proceso de la 
referencia en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES. 
 
Desde ya manifiesto que la sustitución de representación judicial que aquí se realiza al apoderado arriba 
referenciado, se realiza con las mismas facultades conferidas en el poder inicial conferido por la demandada, 
estas son desistir, conciliar, transigir y sustituir, consagradas en el artículo 77 del C.G.P. aplicado por analogía al 
procedimiento Laboral de tal manera que no pueda alegarse insuficiencia del mandato, previa autorización 
expresa de la Entidad que represento. 
 
Respetuosamente solicito a su señoría, reconocer personería al profesional del derecho anteriormente referido en 
los términos aquí indicados. 
 
Atentamente, 
  
        
 
 
 
ELIANA MORENO PEDROZA 
C.C. 43.921.415 de Bello (Ant) 
T.P. 173.191 del C.S de la J. 
coordinadorac@munozmontilla.com 
 
Acepto,  
 

 

 

 

ANGELA MARIA MEJIA MIRA 

C.C. N° 43574541 de Medellin 

T.P. N° 131.276  del C. S. de la Judicatura. 

angelamammm@gmail.com. 

 

REFERENCIA:  ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA 

DEMANDANTE: OSCAR ARMANDO HUERTAS MESA 

CEDULA 19297064 

DEMANDADO: COLPENSIONES 

RADICADO: 27001310500120230011700 
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